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De conformidad con el acontecer fáctico que se ha puesto de presente en este particular evento, es evidente que la señora Luz Adriana Hernández Mejía presentó solicitud de revisión de avalúo en el mes de noviembre de 2016, a la que el IGAC dio una respuesta parcial el 2 de noviembre de 2016, informándole entre otras cosas que se procedería a practicar las pruebas pertinentes dentro del término contemplado en la Resolución Nro. 070 de 2011, y de conformidad con la disponibilidad del personal de planta de esa entidad, para lo cual, se le asignó un número de turno (folio 8). 

En ese orden de cosas, es claro para esta Colegiatura que la petición de la señora Hernández Mejía se encuentra radicada en la entidad desde hace más de un año, y que frente a la misma sólo se le brindó una respuesta parcial, sin que a la fecha se haya materializado ninguno de los trámites allí anunciados para darle una solución de fondo, por tanto a pesar de lo dicho por la entidad, no es viable acceder a lo pedido por el impugnante en su escrito, puesto que en ese actuar lo que se evidencia es una serie de maniobras dilatorias a fin de continuar dándole más largas a esa petición, recargando en la usuaria un problema de orden interno de la entidad, como es la falta de personal, situación que valga la pena decirlo le argumentaron el 2 de noviembre de 2016 para decirle que debía esperar un lapso de tiempo indeterminado para tener una solución definitiva, y que para ello se observaba el turno y el orden cronológico en que se recibían las solicitudes.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el accionado INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI –IGAC-, frente al fallo proferido del 5 de junio de 2018, mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), tuteló el derecho fundamental de petición invocado por la señora LUZ ADRIANA HERNÁNDEZ MEJÍA. 
ANTECEDENTES:
La señora Luz Adriana Hernández Mejía instauró acción de tutela en contra del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, al considerar quebrantado su derecho fundamental de petición. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho de primera instancia, así:  
“Sostiene la accionante que su tía GLADYS MEJIA OSORIO es propietaria de una vivienda en el municipio de Dosquebradas y la Secretaría de Hacienda de Dosquebradas, le está realizando el cobro de una suma muy alta, por tanto ha iniciado diferentes trámites ante la Secretaría de Planeación y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en busca de obtener una solución a su situación.

Por lo anterior en el mes de noviembre de 2016, presentó derecho de petición ante el IGAC solicitando la revisión del avalúo catastral de la vivienda.

Recibió respuesta por parte del IGAC donde le informaban que se debía realizar una visita, en la cual se debía tener en cuenta el personal de planta y contratistas designados para la labor.

El 16 de marzo del presente año, pasados 16 meses sin obtener una respuesta, presentó una nueva petición, pero a la fecha no ha obtenido respuesta.”

PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados solicitó la accionante que se ampare el derecho fundamental de petición, y en consecuencia, se ordene al IGAC entregar una respuesta precisa y de fondo al derecho de petición  Colpensiones que resuelva de fondo la solicitud elevada ante esa entidad tendiente a que se realice un avalúo catastral. Además, se le ordene a dicha entidad realizar la visita para dicha revisión, para posteriormente proceder a su verificación y corrección.   
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado de primera instancia avocó el conocimiento de la actuación el 22 de mayo del año que avanza, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al IGAC para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer nivel resolvió tutelar el derecho de petición del cual es titular la señora Luz Adriana Hernández Mejía, por lo tanto, le ordenó al IGAC que en el término máximo de 5 días hábiles contadas a partir de la notificación de esa decisión procediera dar una respuesta de fondo a la petición instaurada por la accionante en esa entidad desde el mes de noviembre de 2016, reiterada en el mes de marzo de 2018.
IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión adoptada por la Juez de primer nivel el abogado de la Territorial Risaralda del IGAC, presentó escrito de impugnación por medio del cual señaló en primer lugar que esa entidad no cuenta en la actualidad con el personal para dar trámite al objeto de la acción, y por otra parte, dice que debe garantizar el derecho de turno de que trata la Resolución Nro. 070 de 2011.
Finalmente, pidió que se declare la improcedencia de la acción de tutela, al no existir en su concepto ninguna actitud vulneradora en contra de la actora que se le pueda atribuir a esa entidad, pues mediante Oficio EE 3775 del 4 de abril de 2018, se le explicó a la accionante los lineamientos para las solicitudes de trámites catastrales.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017, por ser el superior jerárquico del Despacho que profirió la sentencia de primera instancia.  

Le corresponde determinar a esta Corporación, si es viable o no considerar que con la respuesta dada a la parte actora en donde se le explica el procedimiento administrativo a seguir frente a su solicitud catastral, se ve satisfecho su derecho fundamental de petición y por tanto es viable revocar la decisión de primer nivel.  
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, para lograr  así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que le ordenó a la Territorial Risaralda del IGAC proceder a brindar dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la decisión, una respuesta de fondo a la actora respecto de la solicitud de revisión catastral incoada desde el mes de noviembre del año 2016 y reiterada en marzo del presente año. 
El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
”
Por otra parte, dijo la Corte Constitucional en la sentencia T-332 de 2015, que: 

“Por lo anterior, la efectividad del derecho fundamental de petición se deriva de una respuesta pronta, clara y completa por parte de la entidad a la que va dirigida. La falta de alguna de estas características se materializa en la vulneración de esta garantía constitucional.”
Así mismo, en el artículo 139 de la Resolución Nro. 070 de 2011 a la cual hizo alusión el accionante, se contempla el término con que cuenta la entidad para resolver las solicitudes de revisión de avalúo, así: 

“Trámite de la solicitud de revisión de avalúo.- Las autoridades catastrales seguirán el siguiente procedimiento para atender las solicitudes de revisión de avalúo: Presentada la solicitud, el funcionarlo competente decidirá si la admite, o en su defecto, requerirá al interesado por una sola vez para que aporte tas documentos o informaciones que hagan falta. Este requerimiento interrumpe los términos para decidir, los cuales comenzarán otra vez a correr sólo desde el momento en que el interesado aporte tas documentos o informaciones. Si el interesado no aporta los documentos o las informaciones requeridas en el término de dos (2) meses, se archivará el expediente, sin perjuicio de que presente posteriormente uña nueva solicitud. Si se ordena la práctica de pruebas, de oficio o a petición de parte, se expide auto que ordene su práctica, el cual se comunica a los interesados. El término para la práctica de las pruebas será de veinte (20) días prorrogables hasta por la mitad del plazo inicial. La actuación administrativa debe concluir con providencia motivada, en la cual se indicarán los recursos que proceden en vía gubernativa. Notificada y en firme, se comunica a la unidad orgánica catastral dentro de los diez (10) días siguientes.”
Así las cosas, y entendiendo que el núcleo esencial del derecho de petición radica en que el peticionario reciba una respuesta pronta, congruente y de fondo a su solicitud, hace que sea evidente que mientras el petente no reciba la misma, esa prerrogativa constitucional continúa viéndose vulnerada y por ende es susceptible de ser protegida por el juez constitucional. 

De conformidad con el acontecer fáctico que se ha puesto de presente en este particular evento, es evidente que la señora Luz Adriana Hernández Mejía presentó solicitud de revisión de avalúo en el mes de noviembre de 2016, a la que el IGAC dio una respuesta parcial el 2 de noviembre de 2016, informándole entre otras cosas que se procedería a practicar las pruebas pertinentes dentro del término contemplado en la Resolución Nro. 070 de 2011, y de conformidad con la disponibilidad del personal de planta de esa entidad, para lo cual, se le asignó un número de turno (folio 8). 

En ese orden de cosas, es claro para esta Colegiatura que la petición de la señora Hernández Mejía se encuentra radicada en la entidad desde hace más de un año, y que frente a la misma sólo se le brindó una respuesta parcial, sin que a la fecha se haya materializado ninguno de los trámites allí anunciados para darle una solución de fondo, por tanto a pesar de lo dicho por la entidad, no es viable acceder a lo pedido por el impugnante en su escrito, puesto que en ese actuar lo que se evidencia es una serie de maniobras dilatorias a fin de continuar dándole más largas a esa petición, recargando en la usuaria un problema de orden interno de la entidad, como es la falta de personal, situación que valga la pena decirlo le argumentaron el 2 de noviembre de 2016 para decirle que debía esperar un lapso de tiempo indeterminado para tener una solución definitiva, y que para ello se observaba el turno y el orden cronológico en que se recibían las solicitudes.

En conclusión, la decisión de primer nivel se mantendrá incólume, al haberse proferido de conformidad con los parámetros normativos del caso. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas el 5 de junio de 2018, por medio de la cual tuteló el derecho fundamental de petición de la señora LUZ ADRIANA HERNÁNDEZ MEJÍA, en contra del INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI –IGAC-, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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